El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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VALIDACIÓN DE ACUERDO EXTRAJUDICIAL DE REORGANIZACIÓN – TAXATIVIDAD DE LA APELACIÓN – INADMISIBLE -  . En el examen preliminar que en esta sede corresponde realizar, lo primero por verificar es que el recurso propuesto cumpla los requisitos para su concesión y, por ende, para su admisión, esto es, la legitimación, la oportunidad, el cumplimiento de cargas procesales y, más relevante que todos, la procedencia. 

Sobre esta última exigencia, viene al caso recordar que el recurso de apelación se rige por un principio claro de taxatividad, que campea, no solo en las actuaciones judiciales ordinarias, sino también en las causas especiales y particulares como la nos ocupa. Este se traduce en que solo son pasibles de alzada aquellas providencias respecto de las cuales la ley tenga un señalamiento específico.
(…)
En efecto, no se tuvo en cuenta que siguiendo esas normas del Decreto 1730 de 2009, el deudor puede lograr con sus acreedores un acuerdo extrajudicial, en el que, entre otras cosas, debe elaborarse una calificación y graduación de acreencias y la determinación de derechos de voto (art. 22); luego, se le presenta al juez (art. 23) una solicitud de validación del acuerdo, a la que debe anexarse, además de otros documentos, esa calificación y graduación y los derechos de voto. Hecho así, el juez decreta la apertura (lo que en este caso ocurrió el 11 de abril de 2014) y corre traslado, durante el cual los acreedores que no suscribieron el acuerdo, pueden presentar observaciones u objetar la calificación y graduación de créditos o la determinación de derechos de voto; adicionalmente, se ordena la celebración de la audiencia para la validación del acuerdo (art. 24). 

Luego enseña el artículo 27 que en la audiencia de validación, si no se propusieron objeciones, o si ellas fueron conciliadas, se autorizará el acuerdo extrajudicial de reorganización, si cumple con los requisitos legales. Tal audiencia, en este caso, se realizó el 21 de octubre de 2015, y en ella quedó constancia de que las objeciones y observaciones formuladas por Corpbanca Colombia S.A, Bancolombia y la DIAN, fueron conciliadas, a juicio del Juzgado. 

Como en ese preciso momento no hubo otras manifestaciones, se procedió a la autorización del acuerdo, que es una etapa diferente y posterior, ya superada la calificación y graduación de créditos y la determinación de derechos de voto. Y como se ve del listado que contiene el artículo 6 de la Ley 1116, arriba transcrito, la providencia que autoriza el acuerdo no figura como susceptible de apelación. 

En segundo lugar, si se pensara de manera diferente, habría que recurrir al artículo 37 de la Ley 1429 de 2010, que modificó el canon 30 de la Ley 1116, al que remite el artículo 24 del Decreto 1730 de 2009. Esa norma prevé con total nitidez que, dentro del trámite de reorganización empresarial, “En la providencia que decida las objeciones el Juez reconocerá los créditos, asignara los derechos de voto y fijara plazo para la celebración del acuerdo. Contra esta providencia solo procederá el recurso de reposición que deberá presentarse en la misma audiencia” -negrillas y subrayas propias-, lo que permite afianzar, aún más, la improcedencia señalada, con tanta mayor razón en el caso de una reorganización extrajudicial, cuyo procedimiento es mucho más expedito, como quedó visto.
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Expediente 66001-31-03-005-2013-00334-01

Corresponde a la Sala decidir, en esta fecha, atendiendo las circunstancias anotadas en la constancia de folio 2 v., sobre las cuales se tomarán los correctivos del caso, sobre la procedencia de los recursos de apelación interpuestos por  las entidades financieras AV VILLAS y BANCOLOMBIA, frente a la decisión adoptada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de la ciudad que, en audiencia celebrada dentro del proceso de Validación de Acuerdo Extrajudicial de Reorganización de la persona natural comerciante María Clara Buitrago Arango, de que trata el numeral 2, artículo 24 del Decreto 1730 de 2009, en concordancia con el numeral 2 del artículo 30 de la Ley 1116 de 2006, dispuso autorizar el acuerdo de reorganización extrajudicial celebrado entre esta y la mayoría de sus acreedores, y asimismo dispuso los demás ordenamientos atañederos con la situación, en armonía con las citadas reglas legales.
Esa resolución fue refutada por las referidas entidades, mediante recursos de reposición y en subsidio de apelación, en cuanto no se reconocieron intereses por los créditos que dispensaron a la deudora. Se mantuvo el Juzgado en su posición, y en el efecto devolutivo concedió las impugnaciones elevadas, al considerar que como en la audiencia se incluyó una calificación y graduación de créditos, así como una determinación de derechos de voto, resultaba viable dicha alzada al tenor de lo prevenido en el numeral 2º del parágrafo 1º del artículo 6º de la Le 1116.
En el examen preliminar que en esta sede corresponde realizar, lo primero por verificar es que el recurso propuesto cumpla los requisitos para su concesión y, por ende, para su admisión, esto es, la legitimación, la oportunidad, el cumplimiento de cargas procesales y, más relevante que todos, la procedencia. 




 
Sobre esta última exigencia, viene al caso recordar que el recurso de apelación se rige por un principio claro de taxatividad, que campea, no solo en las actuaciones judiciales ordinarias, sino también en las causas especiales y particulares como la nos ocupa. Este se traduce en que solo son pasibles de alzada aquellas providencias respecto de las cuales la ley tenga un señalamiento específico. 
 



En múltiples ocasiones la Corte Constitucional ha señalado, y así es, que el principio de la doble instancia no tiene un carácter absoluto, pues es el legislador el que debe precisar en qué casos tiene lugar.  En una de tales ocasiones dijo la alta Corporación que: 

“El derecho a la igualdad tiene un núcleo fundamental que al legislador le está vedado restringir, sin perjuicio de que, actuando dentro de su margen de configuración normativa en materia procesal, pueda adoptar fórmulas judiciales diferentes que incluyan o excluyan la segunda instancia. Esta Corporación se ha referido a la doble instancia como “un mecanismo instrumental de irrigación de justicia y de incremento de la probabilidad de acierto en la función estatal de dispensar justicia al dirimir los conflictos (dada por la correlación entre verdad real y decisión judicial). Su implementación sólo se impone en aquellos casos en que tal propósito no se logre con otros instrumentos. Cuando ello ocurra, bien puede erigir el legislador dichos eventos en excepciones a su existencia"
. (subraya de la ponencia) 

La Corte ha precisado que el artículo 31 de la Constitución Política no le otorga al principio de la doble instancia un carácter absoluto en tanto permite que la ley establezca excepciones a la posibilidad de apelar o consultar una sentencia judicial, por lo cual “está autorizado el legislador para indicar en qué casos no hay segunda instancia en cualquier tipo de proceso, sin perjuicio de los recursos extraordinarios que, como el de revisión, también él puede consagrar, y sobre la base de que, para la defensa de los derechos constitucionales fundamentales afectados por vías de hecho, quepa extraordinariamente, la acción de tutela, como lo ha sostenido la  jurisprudencia de esta Corte….”
. (subraya de la ponencia) 
. 

     



De esas líneas emerge, entonces, que que el recurso de apelación, en todas las esferas procesales se rige por esa regla de especificidad, sin que sea dable concederlo por vía de extensión o de analogía.

  



Precisamente, el parágrafo 1 del artículo 6 de la Ley 1116 de 2009, enlista, como susceptibles de apelación las siguientes providencias:

  
1. 
La de apertura del trámite, en el devolutivo.

2. 
La que apruebe la calificación y graduación de créditos, en el devolutivo.

3. 
La que rechace pruebas, en el devolutivo.

4. 
La que rechace la solicitud de nulidad, en el efecto devolutivo, y la que la decrete en el efecto suspensivo.

5. 
La que decrete o niegue medidas cautelares, en el efecto devolutivo.

6. 
La que ordene la entrega de bienes, en el efecto suspensivo y la que la niegue, en el devolutivo.

7. 
Las que impongan sanciones, en el devolutivo.

8.
La que declare cumplido el acuerdo de reorganización, en el efecto suspensivo y la que lo declare incumplido en el devolutivo.

  



Para el caso, convergen algunas situaciones relevantes para desdeñar la concesión de las alzadas objeto de estudio. 
   



La primera, por sí sola suficiente para inadmitirlas, tiene que ver con que, si lo que refiere el Juzgado, es que ellas van ajustadas a la providencia de calificación y graduación de créditos y la determinación de derechos de voto, surge evidente, conforme a la normativa que regula la validación judicial de acuerdos extrajudiciales de reorganización, en especial el artículos 84 de la Ley 1116 de 2006, que remite al 17 y al capítulo IV de la misma, y los artículos 20 a 29 del Decreto 1730 de 2009, más concretamente el 24 de esta regulación,  que el proveído dictado por el despacho judicial de primer grado, en aplicación de dichos parámetros, se contrajo a la autorización del acuerdo de reorganización, no a la calificación y graduación de créditos. Y ese auto, como tal, no tiene previsto el recurso de apelación. 

  



En efecto, no se tuvo en cuenta que siguiendo esas normas del Decreto 1730 de 2009, el deudor puede lograr con sus acreedores un acuerdo extrajudicial, en el que, entre otras cosas, debe elaborarse una calificación y graduación de acreencias y la determinación de derechos de voto (art. 22); luego, se le presenta al juez (art. 23) una solicitud de validación del acuerdo, a la que debe anexarse, además de otros documentos, esa calificación y graduación y los derechos de voto. Hecho así, el juez decreta la apertura (lo que en este caso ocurrió el 11 de abril de 2014) y corre traslado, durante el cual los acreedores que no suscribieron el acuerdo, pueden presentar observaciones u objetar la calificación y graduación de créditos o la determinación de derechos de voto; adicionalmente, se ordena la celebración de la audiencia para la validación del acuerdo (art. 24). 

  



Luego enseña el artículo 27 que en la audiencia de validación, si no se propusieron objeciones, o si ellas fueron conciliadas, se autorizará el acuerdo extrajudicial de reorganización, si cumple con los requisitos legales. Tal audiencia, en este caso, se realizó el 21 de octubre de 2015, y en ella quedó constancia de que las objeciones y observaciones formuladas por Corpbanca Colombia S.A, Bancolombia y la DIAN, fueron conciliadas, a juicio del Juzgado. 

   



Como en ese preciso momento no hubo otras manifestaciones, se procedió a la autorización del acuerdo, que es una etapa diferente y posterior, ya superada la calificación y graduación de créditos y la determinación de derechos de voto. Y como se ve del listado que contiene el artículo 6 de la Ley 1116, arriba transcrito, la providencia que autoriza el acuerdo no figura como susceptible de apelación. 

   



En segundo lugar, si se pensara de manera diferente, habría que recurrir al artículo 37 de la Ley 1429 de 2010, que modificó el canon 30 de la Ley 1116, al que remite el artículo 24 del Decreto 1730 de 2009. Esa norma prevé con total nitidez que, dentro del trámite de reorganización empresarial, “En la providencia que decida las objeciones el Juez reconocerá los créditos, asignara los derechos de voto y fijara plazo para la celebración del acuerdo. Contra esta providencia solo procederá el recurso de reposición que deberá presentarse en la misma audiencia” -negrillas y subrayas propias-, lo que permite afianzar, aún más, la improcedencia señalada, con tanta mayor razón en el caso de una reorganización extrajudicial, cuyo procedimiento es mucho más expedito, como quedó visto. 




 
Quiere decir lo anterior, que los recursos propuestos se tornan improcedentes, pero como fueron concedidos, deben aquí declararse inadmisibles. 

   



Se dispondrá que las copias vuelvan al juzgado de origen. 
DECISION

   



En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria del Tribunal Superior de Pereira, declara inadmisibles los recursos de apelación interpuestos por AV VILLAS y BANCOLOMBIA, contra la decisión adoptada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta localidad, por medio del cual resolvió autorizar el acuerdo de reorganización extrajudicial presentado por María Clara Buitrago Arango.
Vuelvan las copias al juzgado de origen. 

  



Notifíquese 
  



El Magistrado,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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